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EXPEDIENTE:
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PARTE ACTORA: 

AUTORIDADES DEMANDADAS:

  
 EN SU CARÁCTER DE

POLICíA ADSCRITA A LA DIRECCIÓN

DE POLICíA VIAL DEL AYUNTAMIENTO

DE CUERNAVACA, MORELOS Y OTRA
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MAGISTRADO: JOAQUIN

GONZÁLEZ CEREZO.

ROQUE

SECRETARIA DE ESTUDIO Y

CUENTA: ANA MARÍA ROMERO

CAJIGAL.

Cuernavaca, Morelos, a veintisiete de noviembre de dos mil

veinticuatro.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCION

SENTENCIA que se emite dentro de los autos del expediente

número TJA/SaSERA/JDN -15212024, promovido por 

; contra actos del

 en su carácter de Policía adscrita a
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la Dirección de Policía Vial del Ayuntamiento De

Cuernavaca, Morelos, y otra; en la que se declara la nulidad

lisa y llana de los actos impugnados consistentes en el acta de

infracción número , de fecha veintiséis de mayo del

dos mil veinticuatro; así como todas y cada una de sus

consecuencias; como lo es la factura serie  con folio

 de data veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro;

por ende se condena a la devolución del pago por la cantidad

de      

 con base en lo sÍguiente:

2. GLOSARIO

Parte actora:

Autoridades

demandadas:

f )   
, Agente Vial Patrullero

adscrita a la Dirección de Policía

Vial de la Secretaría de

Protección y Auxilio Ciudadano

de Cuern avaca, Morelosl; y

2l Tesorero Municipal del H.

Ayuntamiento Constitucional de

Cuernavaca, Morelos.

1 Cargo correcto de conformidad a la contestación de demanda a fojas 43 del presente asunto
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Actos lmpugnados: Consistente en el Acta de

lnfracción con número de folio

4 instruida Por la

policía vial  

 a la Dirección

Policía Vial del Municipio de

Cuernavaca, Morelos, de fecha

veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro.2

.... 2) DEL TESORERO MUNICIPAL DEL
AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS, EL ILEGAL COBRO DE LAS
CANTIDADES DE DINERA CONTENIDAD
EN tOS REC/8OS DE PAGO CON FOLIO

, DE FECHA 27 DE MAYO DE
2024, POR LA CANTIDAD TOTAL DE

 , EXPEDIDO POR LA
TESORERIA MUNICIPAL DEL
AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS... " (Sic).

LJUST¡CIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos.3

CPROCIVILEM: Código Procesal Civil del Estado

Libre y Soberano de Morelos.

2 Acto precisado en el cuerpo de la presente demanda.

3 Publicada el tres de febrero de dos mil dieciséis en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" 5366
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REGTRANVIACVA:

Tribunal:

Reglamento de Tránsito y

Vialidad para el Municipio de

Cuernavaca, Morelos

Tribunal

Administrativa

Morelos.

Justicia

Estado de

de

del

3. ANTECEDENTES DEL CASO

1.- En fecha diez de junio del dos mil veinticuatro,

compareció la parte actora, por su propio derecho ante este

Tribunal a promover Juicio de Nulidad. En fecha trece del

mismo mes y año, Se admitió la demanda precisando como

actos impugnados los referidos en el glosario de esta

sentencia.

con copias simples de la demanda y documentos que

la acompañaron, se ordenó emplazar a las autoridades

demandadas, para que en un plazo improrrogable de diez

días produjeran contestación a la demanda instaurada en su

contra, con el apercibimiento de Ley.

2.- En proveído de fecha cinco de agosto de dos mil

veinticuatro, se tuvo a las autoridades demandadas, dando

contestación a la demanda entablada en su contra y por

anunciadas las pruebas; se ordenó dar vista a la parte actora

con la contestación de demanda y anexos, por el plazo de tres
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días y se le hizo del conocimiento su derecho de ampliar la

demanda

3.- Por acuerdos del veintiuno de agosto de dos mil

veinticuatro, se tuvo a la parte actora desahogando la vista

que le fue otorgada por auto de fecha cinco de agosto de dos

mil veinticuatro.

4.- Por acuerdo de seis de septiembre del dos mil

veinticuatro, se tuvo por fenecido el derecho de la parte

actora para ampliar la demanda, y se ordenó abrir el juicio a

prueba por el plazo común de cinco días para las partes.

5.- Previa certificación, mediante auto de fecha

veintiséis de septiembre de dos mil veinticuatro, se hizo

constar que únicamente la parte actora ofreció y ratificó sus

pruebas, por cuanto a las autoridades demandadas se les

declaró precluido. Por último, en ese mismo proveído se

señaló fecha para la audiencia de Ley.

6.- Con fecha cinco de noviembre de dos mil

veinticuatro, se llevó a cabo la audiencia de ley, se hizo

constar la incomparecencia de las partes y dado que las

documentales se desahogaban por su propia y especial

naturaleza y, al no haber incidente pendiente de resolver, se

continuó con la etapa de alegatos, en la cual se advierte que,

por escrito recibido en data cuatro de noviembre de dos mil

veinticuatro, con la cuentá  se le tuvo a la parte actora

por presentados sus alegatos por conducto de su

representante legal, mientras que a las autoridades
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demandadas, se les tuvo por fenecido su derecho para

formularlos; acto seguido se declaró cerrada la instrucción, y

se citó para a oír sentencia, la que se dicta al tenor de los

siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal en Pleno eS competente para conocer y resolver

el presente asunto; con fundamento en los artículos 116

fracción V de la Constitución Política de los Esfados Unidos

Mexicanos, 109 bis de la Constitución Política del Estado Libre

y Soberano de Morelos, 1, 3, 7 , 85, 86 y 89 de la

LJUSTICIAADMVAEM; 1,3 fracción lX, 4fracción lll, 16, 18

inciso B) fracción ll, inciso a) y demás relativos y aplicables de

la LORGTJAEMO.

Porque como se aprecia en su escrito inicial de

demanda y de su ampliación, se está combatiendo la legalidad

de actos de autoridad emitidos en ejercicio de sus funciones'

5. PRECISIÓN Y EXISTENCIA DE LOS ACTOS

IMPUGNADOS

La parte actora señalÓ como actos impugnados:

".. '1) DE LA      E^, sU
CenÁCren E qATRULLERO ADSCRITO A LA

oñeCcñu DE poLrctA vtAL DEL AYUNTAMTENTo

CUERNAVACA, DE MORELOS, EL ACTA DE INFRACCIÓN CON

FOLIO  DE FECHA 25 DE MAYO DEL PRESENTE AÑO;

2)DELTEsoRERoMUN!9IPALDELAYUNTAMIENToDE
óurnvevece, MoRELos, EL TLEGAL coBRo DE tAS

CANTIDADES DE DINERO CONTENIDAD EN LOS RECIBOS DE

PAGO CON FOLIO , DE FECHA 27 DE MAYO DE 2024, POR

LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA

6

)

\



TIA
TRiBUNAL DE JUSTICIA ADMlNISTMT]VA

DEL ESTADO DE MORELOS TJA/s"SERA/J DN -1 521 2024

IESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS... " (Sic).

Ahora bien, toda vez que la demanda debe estudiarse

en su integridad, resulta importante realizar un análisis

pormenorizado de la misma, para determinar con exactitud la

intención de la parte actora y de esta forma armonizar los

datos y los elementos que lo conforman.

Sirve de orientación a lo anterior, el siguiente criterio

jurisprudencial emitido por el Pleno de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, bajo el rubro y texto siguiente:

DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN
SU INTEGR¡DAD.4

Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de
que el juzgador debe interpretar el escrito de demanda en su
integridad, con un sentido de liberalidad y no restrictivo, para
determinar con exactitud la intención del promovente y, de esta
forma, armonizar los datos y los elementos que lo conforman,
sin cambiar su alcance y contenido, a fin de impartir una recta
administración de justicia al dictar una sentencia que
contenga la fijación clara y precisa del acto o actos
reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo77, fracción
l, de la Ley de Amparo.

a Época: Novena Época, Registro: 192097,lnstancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Xl, Abril de 2000, Materia(s):
Común, Tesis: P./J. 4012000, Página: 32 Amparo en revisión 546/95. José Chacalo Cohen y
coags. 24 de abril de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón.
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo
en revisión 1470196. Bancomer, S.A., Grupo Fiduciario. 24 de abril de 1997. Unanimidad de
diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García
Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo en revisión 507/96. Bernardo Bolaños
Guerra. '12 de mayo de 1998. Mayoría de diez votos; once votos en relación con el criterio
contenido en esta tesis. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita
García Galicia;Amparo en revisión 3051197. Marco Antonio Peña Villa y coag. 19 de octubre
de 1999. Unanimidad de nuevevotos. Ausentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel
y José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia
hizo suyo el proyecto Juan Díaz Romero. Secretaria: Martha Velázquez Jiménez; Amparo en
revisión 1465/96. Abraham Dantus Solodkin y coag.21 de octubre de 1999. Unanimidad de
diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia.
Secretario: Marco Antonio Bello Sánchez; El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada
hoy veintisiete de marzo en curso, aprobó, con el número 40/2000, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a veintisiete de mazo de dos mil.
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(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Tal es el caso del acto impugnado marcado con el

numeral 1, de donde se aprecia que el actor señaló que la

infracción que combate es de fecha veinticinco de mayo de dos

mil veinticuatro; sin embargo, como se advierte de la

documental consistente en:

LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acta de

lnfracción con número de folio  instruida por

la policía vial     a la

Dirección Policía Vial del Municipio de Cuernavaca,

Morelos, de fecha veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro.5

De donde se colige que la fecha de la infracción no es

del veinticinco sino del veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro.

Es entonces que dicho acto quedará como se indicÓ en

líneas anteriores.

Ahora bien, respecto a la existencia de los actos que se

combaten se demuestra su existencia ya que desprende de

autos lo siguiente:

lacta de infracción de tránsito

Por

precisado,

cuanto al acto impugnado consistente antes

se colige que la demandada  

8
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, Agente Vial Patrullero adscrita a la Dirección

de Policía Vial de la Secretaría de Protección y Auxilio

Ciudadano de Cuernavaca, Morelos6, eñ su escrito de

contestación de demanda anexó en original del documento

base de la acción, aunado a que, reconoció la existencia ese

acto impugnado, quedando demostrada su existencia.

De la factura de paqo.

Por su parte, respecto al acto combatido consistente en

".., LOS REC/BOS DE PAGO CON FOLIO , DE FECHA 27 DE MAYO DE 2024,

POR LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA IESORER/A

MUNtcrpAL DEL AvTJNTAM:ENTI DE IUERNAVA;A, MoRELos...", de autos

se colige se acredita con el original de la factura serie  con

folio , de data veintisiete de mavo de dos mil

veinticuatro, en el que se aprecia el paqo por la cantidad de

     
 a nombre de 

 con sello de "PAGADO", expedido por la Tesorería

del Ayuntamiento Municipal de Cuernavaca, Morelos.

Documentales que se tienen por auténticas al no haber

sido objeto de impugnación en los términos establecidos en el

artículo 597 y 608 de la LJUSTICIAADMVAEM; y en lo

6 Cargo correcto de conformidad a la contestación de demanda a fojas 43 del presente asunto.
7 Artículo 59. Las partes podrán impugnar la validez o autenticidad de los documentos ofrecidos
como prueba, en la propia contestación de la demanda, cuando hubiesen sido exhibidos con el
escrito inicial, o dentro del término de tres días contados a partir de la fecha en el que el
documento de que se trate se agregue a los autos.

8 Artículo 60. Cuando se impugne la validez o autenticidad de un documento, la impugnación se
tramitará en la vía incidental observándose en su caso lo siguiente:

l. Para tener por impugnado un documento, no bastará decir que se impugna, sino que se deberá,
fundamentar las causas de impugnación;
ll. En el mismo escrito en que se haga la impugnación deberán ofrecerse las pruebas relacionadas
con la mismat 
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dispuesto por el artículo 491e del CPROCIVILEM, aplicable

supletoriamente a la ley antes mencionada de conformidad a

su numeral710, haciendo prueba plena.

6. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las partes,

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 párrafo

último de la LJUSTICIAADMVAEM, en relación con lo

sostenido en la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación

análoga y de observancia obligatoria para esta potestad en

términos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de la Ley

de Amparo.

lll. Del escrito de impugnación, se dará vista al oferente del documento impugnado, para que

dentro del término oe tres Oias ñ¿¡ilu. manifieste lo que a su derecho corresponda; al desaho.gar

esta vista, el oferente deberá ofrecer a su vez, las pruebas que Se relacionen con la impugnación;

lV. Cuando el oferente del documento impugnado no Qesahogare la vista o no ofreciera pruebas

relacionadas con la imfugnaciÓn se ten'drán por ciertas las afirmaciones del impugnante y el

documento de que se trate no surtirá efecto probatorio alguno;

V. Oesanogada'la vista a que se refiere la iracción lll de este Artículo, las Salas citarán a una

audiencia a la que compárecerá, además de las partes, los peritos y testigos en caso de haberse

ofrecido las pruebas pericial o testimonial;
Vl. En la audiencia a que se refiere la fracción anterior se rendirán las declaraciones y dictámenes

respectivos y se dictará resolución;
Vll. La Sala tendrá la más amplia i¡OertaO paralaapreciación.de laspruebas en el incidente de

¡rórgnááión, basándosá en los principios generales del derecho, la lógica y la experiencia' y

V¡t. Si se declara la talJeüaJó i;iá¡é au-tenticidad del documento impugnado, éste se tendrá

por no ofrecido para todos los efectos legales correspondientes'

[á resotuc¡¿n qúe ," dicte en el incidenté de impugnación no admite recurso alguno'

e ARTlcuLo 4g1.- Valor probatorio pleno de los documentos públicos- Queda exceptuada de la

disposición anterior la apreciación de los documentos públicos indubitables, los que tendrán valor

orobatorio pleno, y po|. i"ñto no se perjudicarán en cuanto a su validez por las defensas que se

"lágrán 
para destruir la pretensión que en ellos se funde'

1o Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y resolverán con

,ri"óio 
" 

lor pro""áir¡ánt;; G señala esta Ley. A falta de. disposición expresa y en cuanto no

se oponga a lo que prevé este ordenamiento, soástará a lo dispuesto por el Código Procesal Civil

para el Estado Libre y Só¡ár"no de Morelos; en materia fiscal, además a la Ley General de

Hacienda det Estado d" M;*l;;, 
"t 

coolgo Fiscal del Estado de Morelos' la Ley General de

Hacienda Municipal Oel gsta¿o de Morélos, y la ley.o decreto que crea un organismo

descentralizado cuyos actos se impugnen; en hateria- de responsabilidad de los servidores

Ñ;ñ;-; b táy esátat en la materia, en lo que resulten aplicables'

10
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IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES
PREVISTAS EN EL ARTíCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO.11

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de
la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que

eljuicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se adviede
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el

Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el

artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en eljuicio, sin analizar el fondo
del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia
amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es
la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la

acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no es éste
el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al
sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para
sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el
sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró
de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su
objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio
preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar
al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían
inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente
es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la
sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el
referido Juez de Distrito.

La autoridad demandada Tesorero Municipal del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, opuso la causal de

improcedencia relativa a los artículos 12, fracción I y fracción

XVI del artículo 3712 de la LJUSTICIAADMVAEM, mismos que

disponen:

Artículo 12. Son partes en eljuicio, las siguientes

l. El demandante;

ll. Los demandados. Tendrán ese carácter:

a). La autoridad omisa o la que dicte, ordene, ejecute o trate de
ejecutar el acto, resolución o actuación de carácter administrativo
o fiscal impugnados, o a la que se le atribuya el silencio

11 Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: Primera Sala, Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su .Gaceta, Tomo: lX, Enero de 1999, Página: '13.

12 La demandada señaló los artículos 40 fracción I y 76 de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, publicada el tres de febrero de dos míl dieciséis, la cual dejó de tener vigencia
el diecinueve de julio de dos mil diecisiete.

11



administrativo, o en su caso, aquellas que las sustituyan; Artículo
37. Eljuicio ante elTribunal de Justicia Administrativa es improcedente
en contra de:

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es
improcedente en contra de:

XVl. Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna
disposición de esta Ley.

Relativa a que el acto por el que da inicio el

procedimiento administrativo en su contra emana de una

autoridad diversa, refiriendo que no dictó, ordenÓ, ejecutÓ o

trató de ejecutar el acto impugnado.

Manifestación que es igualmente infundada, puesto

que, como ya Se demostró la existencia del acto consistente

CN "... LOS REC/BOS DE PAGO CON FOLIO , DE FECHA 27 DE MAYO DE

2024, POR LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA

IESORER/A MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIJERNAVACA, MORELOS."'

(sic); luego entonces, sí emitió el citado acto; razón por la cual

resulta infundada la causal de improcedencia opuesta.

Por otra parte, ambas autoridades demandadas

opusieron las causales de improcedencia previstas por el

artículo 37 fracciones I y XlV, en conexidad con el artículo 38

fracción ll de la LJUSTICIAADMVAEM, que señalan a la letra:

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es

improcedente en contra de:

l. Actos jurisdiccionales del propio Tribunal;

iiV. CuanOo de las constancias de autos se desprende claramente que

el acto reclamado es inexistente;

Artículo 38. Procede el sobreseimiento deljuicio:

I2



TIA
TRIBUNAL DE JUST]CIA ADMINISTMT]VA

DEt ESTADO DE IV1ORELOS TJA/s"SERA/J DN -1 521 2024

ll. cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniera o
apareciese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere
esta Ley;

Respecto a estas manifestaciones son infundadas,

esto es así, porque la existencia de los actos impugnados
quedó debidamente acreditada como se constata en el

capítulo anterior de la presente; asimismo, tal como se advierte

de las constancias que sustentan la existencia de ambos

actos, evidentemente éstos no fueron emitidos por este

Tribunal.

En ese tenor, analizadas que fueron las causales de

improcedencia, este Tribunal no advierte que se actualice

alguna causal de improcedencia de la cual deba emitir

pronunciamiento.

7. ESTUDIO DE FONDO

7.1 El planteamiento del caso

Se procede al análisis de la cuestión planteada. Así

tenemos como actos impugnados:

LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acta de

lnfracción con número de folio  instruida por

la policía vial  a la

Dirección Policía Vial del Municipio de Cuernavaca,

Morelos, de fecha veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro; y

'... 2) DEL TESORERO MUN|CIqAL DEL AYUNTAMTENTO DE
CUERNAVACA, MORELOS, EL ILEGAL COBRO DE LAS
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CANTIDADES DE DINERO CONTENIDAD EN tOS RECIBOS DE
PAGO CON FOLIO  DE FECHA 27 DE MAYO DE 2024, POR
LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA
IESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MOREIOS..." (Sic).

Siendo que, en el presente caso, se analizará la

legalidad o ilegalidad de los mismos.

7.2 Presunción de Legalidad

En la República Mexicana, así como en el Estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del artículo 16

de la Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos

del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

garantías instrumentales que, a su Vez, revelan la adopciÓn en

el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como

una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,

acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello que

expresamente les facultan las leyes, lo cual Se apoya en el

siguiente criterio:

pRtNCtptO DE LEcALIDAD. cARACTERÍSTICAS DE SU DOBLE

FUNCTONALTDAD TRATÁNDOSE DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y

SU RELAC¡óN CON EL DIVERSO DE INTERDICcION DE LA

ARBITRARIEDAD Y EL GONTROL JURISDICCIONALI3.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los

Estados unidos Mexicanos, S€ advierten los requisitos de

mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y

motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la

aOopciOn en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,

"onio 
una garantía del deiecho humano a la seguridad jurídica, acorde

al cual laé autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que

expresamente tes facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a

¡3 Epoca: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito' Tipo

de Tesis: Aislada. Fuente: Gáceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, febrero de

iótc,¡o^o ttl. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1V.2o.A.51 K (10a.) Página:2239.
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su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,
particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,
impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente
conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, por ello,
contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las
personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes,
pero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo
el ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación
de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de
legalidad ampliamente reconocida tanto en la doctrina como en la
legislación nacional. Así, el principio de legalidad, apreciado en su
mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad,
pero también conlleva que éste opere a través de un control
jurisdiccional, lo que da como resultado que no basta que elgobernado
considere que determinado acto carece de fundamentación y
motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo señale
como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo
anule, sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de
control a hacer valer la asumida ausencia o insuficiencia de
fundamento legal y motivación dentro de dicho procedimiento y, a su
vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el acto cuestionado
encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de
que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que
revela que los procedimientos de controljurisdiccional, constituyen la
última garantía de verificación del respeto al derecho a la seguridad
jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese
propósito.

(Lo resaltado no de origen)

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la

parte actora. Esto vinculado con el artículo 386 primer

párrafola del CPROCIVILEM de aplicación complementaria a

la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad a su artículo 715,

cuando el primero señala, que la parte que afirme tendrá la

14 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos
constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga de la prueba, de sus
respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que el adversario tenga a su favor
una presunción legal.

15 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y resolverán con
arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición expresa y en cuanto no
se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por el Código Procesal Civil
para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en materia fiscal, además a la Ley General de
Hacienda del Estado de Morelos, el Código Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de
Hacienda Municipal del Estado de Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo
descentralizado cuyos actos se impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores
públicos a la ley estatal en la materia, en lo que resulten aplicables.

15
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carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de hecho

y los hechos sobre los que el adversario tenga una presunción

legal.

7.3 Razón de impugnación de mayor beneficio

Las razones de impugnación se encuentran visibles a

fojas 06 a la 19 del presente asunto.

Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por la

parte actora en las razones por las que se impugna el acto

que demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar

la razón de impugnación que le traiga mayores beneficios. A lo

anterior sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio

jurisprudencial:

CONcEpTOS DE V¡OLACIÓN EN AMPARO DIREcTO. EL ESTUDIo
DE LOS OUE DETERM¡NEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL
pRtNCtptO DE MAYOR BENEFICIO, PUD¡É¡IOOSe OM¡IIR EL DE

AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN

LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE

REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES'16

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo

del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con

independencia de la materia de que se trate, el estudio de los

conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al

principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que,

.rnqu" resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso,

inclu'sive los que se refieren a constitucionalidad de leyes' Por tanto,

deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional

determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación,

atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se

declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho

contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política

de los Estados Unidos Mexióanos, consistente en garantizar a los

16 No. Registro: 179.367, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época,-ln-stancia: Pleno,

Fuente: Semanario ¡u¿ióial d" l" F"d"r"ción y sü'Gaceta XXl, Febrero de 2005, Tesis: P'lJ'

S¿2OO5 Página: S. ConiiaJ¡cción de tesis 371áOB-PL' Entre las sustentadas por la Primera y

S"g;;¿, sátas oe ra suórema corte ¿^e Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004' Unanimidad

de diez votos. ponente, iose Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez. Frías.

El Tribunal Pleno, en ,r-r"a¡On privada celebrada hoy siete de febrero en curso' aprobó' con el

número 3t2005,1a tesis jurisprud'encial que antecede- México, Distrito Federal' a siele de febrero

de dos mil cinco.
16
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ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de
justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos alconocimiento
de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas
cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado,
afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado
inconstitucional.

Siendo aquella donde alude que, la autoridad

demandada denominada  ,

Agente vial patrullero adscrita a la Dirección de policía

vial de la secretariade Protección y Auxilio ciudadano de

Cuernavaca, Morelos, ño cumplió con las formalidades

expedidas por las leyes en materia, ello al no cumplir con las

obligaciones que establece el REGTRANVIAGVA, incurriendo

en una deficiente fundamentación y motivación.

Por su parte, las autoridades demandadas,

argumentaron que resultaban infundados e improcedentes las

manifestaciones hechas valer por la parte actora, pues

esgrimen que, resultan insuficientes la exposición de motivos

ya que solo se exponen razones de manera general,

dejándolas en estado de indefensión.

Son fundados y suficientes para declarar la nulidad

del acto impugnado, los argumentos vertidos que manifestó

la parte actora en sus razones de impugnación, bajo la

consideración de que, en efecto, hay falta de fundamentación

de la autoridad que emite el acto que se reclama,

desprendiéndose que en la infracción con número de folio

 de fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticuatro, se

señaló como fundamento de la cuota impuesta el artículo 69

de la Ley de /ngresos del Municipio de Cuernavaca, Morelos,

sin señalar a que año corresponde.

17
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No es óbice de lo anterior que, si bien es cierto que en

el recibo de infracción con número de folio , consta

plasmado el numeralT del Reg/amento de Tránsito y Vialidad

para el Municipio de Cuernavaca, Morelos, también lo es que,

no precisa la fracción especifica en la cual funde su

competencia para emitir el acto impugnado, considerando

que dicho ordinal está compuesto di diversas fracciones como

se observa:

Artícuto 7.- Son autoridades de Tránsito y Vialidad Municipales

l.- El presidente municipal;
ll.- El síndico municipal;
lll.- Titular de la Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano;
lV.- Subsecretario de Policía Preventiva;
V.- Titular de la Dirección Policía Vial;
Vl.- Policía;
Vll.- Policía tercero;
Vlll.- Policía segundo
lX.- Policía primero;
X.- Agente vial pie tierra;
Xl.- Moto patrullero;
Xll.- Auto patrullero;
Xlll.- Perito;
XlV.- Patrullero;
XV.- Operador de grúa del Ayuntamiento que se trate: y,

XVl.- Los servidores públicos, del municipio a quienes el reglamento

estatal, este reglamento y otras disposiciones legales aplicables o la
autoridad competente les otorguen atribuciones.

En esa lógica y tal como se aprecia en el recibo de

infracción número 4, la autoridad demandada,

   Agente Vial Patrullero

adscrita a la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de

Protección y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos,'

determinó el monto total a pagar con motivo de la infracción

impuesta, siendo esta por la cantidad de  

    

fundando dicha cantidad de manera índiscriminada en el

18
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Reglamento de Tránsito y Vialidad para el Municipio de

Cuernavaca, Morelos artículo 83, y en el artículo 69 de la Ley

de ingresos del Municipio de Cuernavaca, Morelos, siendo que

no especificó el año de dicha norma, pero aún si se tomara en

cuenta la vigente en año dos mil veinticuatro, en ese numeral

se estipula un amplio catálogo de cuotas relativas a

infracciones al REGTRANVIACVA, dentro de las cuales se

encuentra contenida la siguiente:

6.1 .4.8 Circulación

6.1.4.8.37 Por conducir bajo los efectos de alcohol o
narcóticos u ofras sustancias tóxicas. En caso de que
causen daño o lesión a tercero la multa se duplicará, así
también en caso de operativo la multa se duplicará
55 a 70 (UMA)

Sin embargo, la demandada fue vaga en precisar cuál

era el numeral que contemplara la citada cantidad a cubrir con

motivo de la infracción impuesta.

En ese orden de ideas, resulta conveniente resaltar

que

La competencia es un presupuesto procesal, por ello

esta autoridad se encuentra constreñida a revisar que los actos

impugnados hayan sido, emitidos por autoridades

competentes, lo cual tiene base en el siguiente criterio

jurisprudencial.

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL
SER UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE
ORDEN pÚeLlco LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE

19
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OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA,
INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE
AQUÉLLA.17

De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P.lJ. 10194,2a.1J'
99/2006, 2a.lJ.5712001y 2a.1J.11512005, publicadas en la Gaceta del

Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, Número 77, mayo
de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XlV, noviembre de 2001',
y, XXll, septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 319' respectivamente,
de rubros:i'COMPETENCtA, SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA

AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE

ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL
FEDEML DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.'''
''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN

EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE

MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTo

LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU

CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.''; Y

''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE

MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL

PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN

EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FnltCCIÓN, INCISO O

SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE

TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE

LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza

la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad

17 Registro digital: 172812; lnstancia: Tribunales Colegiados de 
-Circuito; 

Novena Epoca;

tr¡ateiüs(s):RO-m¡n¡strat¡va;Tesis:Vlll.3o. Jt22:Fuenle: Semanario Judicialde la Federación y su

Gáceta. iómo XXV, Abril de 2007, página 1377;Tipo: Jurisprudencia

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Revisión fisca:2312007. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de coahuila' 13 de

febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Ezequiel Neri Osorio. Secretaria: Lilián González

Martínez.
Revisión fiscal 47412006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de Coahuila' en

iepreiántac¡On de ta éecretaria de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de

Administración Tributaria y ótras autoridades. 2ó de febrero de 2007' Unanimidad de votos'

ponente: Miguel Lobato Mártinez. Secretaria: María del Pilar Aspiazu Gómez'

Revisión fiscal 478t2000. ÁOmin¡strador Local JurÍdico de Torreón en el Estado de Coahuila' en

iepreientac¡on de la éecretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de

Administración rrioutaria y otrás autor¡dades. 2ó de febrero de 2007' Unanimidad de votos'

Cánente, Miguel Lobato tvlártinez. Secretario: José Enrique Guerrero Torres'

Revisión fiscal 483/2000. ÁOm¡n¡strador Local Jurídico d'e Torreón en el Estado de Coahuila' en

representación de la éecretaria de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de

Administración Trioutaria I oirái autorioades. 2ó de febrero de 2007' Unanimidad de votos'

pónente, Miguel Lobato n¡ártinez. secretario: Luis sergio Lomelí cázares.

Revisión fiscal 489/2000. Á¿m¡n¡strador Local Jurídico-de Torreón en el Estado de Coahuila' en

representación de ta éectetáriá de Hacienda y crédito Público, del Jefe del Servicio de

Administración Trioutari-a y oirái autor¡¿ades. 2ó de febrero de 2007' Unanimidad de votos'

pó.á"tá, Miguel Lobato lr¡ártínez. Secretaria: María del Pilar Aspiazu Gómez'

Notas: Esta tes¡s contenJió én ii"ónttadicción i+elzooz-ss resuelta por la Segunda 
-sala' 

de la

quederivólatesis2a.lJ,218t2007,queaparecepublicada919!^-SemanarioJudicialdela
Federación y su caceta,'Ñ";;; ¿ü"1i"il xxvl, üi"i"mbre dq 2.10]., pásina 154' con el rubro:

"coMpETENCIA. SU Esiüóió ó'rtctoso neópecro DE LAAUToRIDAD DEMANDADA EN

EL JUtCto coNTENCtdSóÁort¡ltrrsrRATlVo, DEBE SER ANALIZADA PoR LAS SALAS DEL

iñI_AÚNNT FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA'''

Esta tesis contendió en la contradicción 134/2007-ss que fue dec.larada sin materia por la

segunda sata, toda "";;;; sá¡i" 
"l 

tema tratado existe la tesis 2a./J. 21812007 .
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administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir
entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación,
para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa,
toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta
integración de un procedimiento, es una cuestión de orden
público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una
resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo
anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a
cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de
justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica
necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres
ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o
territorio, expresando en eldocumento respectivo el carácter con elque
suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha
legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple
apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso,
debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción
correspondiente del precepto en que funde debidamente su
competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada
en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión
en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad
administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que
sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del ámbito
competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia
no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a
la autoridad administrativa pa.a afectar al gobernado, ese acto
concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla
no proporcionó los elementos esenciales que permitan conocer sitiene
competencia para incursionar en la esfera jurídica del particular, pues
de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que
ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto
normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del
que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o
falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la
ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción ll
del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31
de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la
fracción ll del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento
Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos
formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del
penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo
del invocado artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al
resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o
intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia.

(Lo resaltado no es de origen)

En esa misma línea de legalidad, tenemos que, el

artículo 16 de la Constitución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos, establece en su primer párrafo que:

21

iJ\

¡>\
'3¿

qi
HO

rv)

$\)'

*
o-'
E.F

-N

r) o
^.u:J.:i +
Üa.LrI
q, a(

<.¡

^r }.-



Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En
los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se
establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia
de ellos en cualquier medio que dé cerleza de su contenido y del
cumplimiento de lo previsto en este párrafo...

(Énfasis añadido).

De ese precepto const¡tucional, se obtiene como

requis¡to esenc¡al y una obligación de la autoridad, fundar en

el acto de molestia, su competencia, ya que la autoridad sólo

puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del

acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad

facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito

de competencia, regido específicamente por una o varias

normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se

cumple con el derecho de fundamentaciÓn establecido en el

artículo 16 de ta Constitución Federal, es necesario que la

autoridad precise exhaustivamente su competencia por razÓn

de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento,

decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida,

citando, en Su caso el apartado, fracción, inciso o Subinciso;

sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los

contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de

transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de

especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que

le corresponden, pues cons¡derar lo contrar¡o significaría que

el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de

normas legales que Señale la autoridad en el documento que

contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado,

materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace,

dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de
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todas las normas legales que integran el texto normativo es la

específicamente aplicable a la actuación del órgano del que

emana, por razón de materia, grado y territorio.

De la valoración que se realiza en términos der artículo

490,18 del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAEM, a la infracción impugnada, se

desprende que la autoridad demandada  

, Agente Vial Patrullero adscrita a la

Dirección de Policía vial de la secretaría de Protección y

Auxilio Giudadano de Cuernavaca, Morelos, no fundó su

debidamente su competencia para imponer la infracción con

número de folio  de fecha veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro.

En razón de que, a pesar de que, dentro del acto

impugnado en cuestión se lee como fundamentos un vasto

catálogo de dispositivos normativos, en ningún momento se

especifica la fracción exacta en la que funde y motive su

carácter de autoridad competente para emitir el acto que aquí

se impugna.

Por lo que, del análisis de las disposiciones legales

citadas en la infracción impugnada, no se desprende la

fundamentación específica de la competencia de la autoridad

demandada , Agente Vial

Patrullero adscrita a la Dirección de Policía Vial de la

18 ARTICULO 490.- Sistema de valoración de la sana crítica. Los medios de prueba aportados y
admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjunto, racionalmente, por el Juzgador,
atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia, debiendo, además, observar las reglas
especiales que este Código ordena...

23

Y\

's¿
q) al

RO

t) u'

o-:
=.irH

u.!
^. L)

.:- -:{o
ts{< qJ

^c

\t¡ *:c\ ^:
c..t ^F



Secretaría de Protección y Auxilio Giudadano de

Cuernavaca, Morelos, para emitir el recibo infracción

impugnado a la parte actora, así como para determinar la

cantidad a pagar.

Toda vez que, si bien citó los artículos 7 del

REGTRANVIACVA, y el artículo 69, de la Ley de lngresos del

Municipio de Cuernavaca, Morelos, que señala las cuotas

relativas a infracciones de la norma antes mencionada; sin

embargo, en el caso de no indicó el año a que correspondía y

ambos preceptos establecen múltiples fracciones, por lo que

se trata de una norma compleja, porque prevé una pluralidad

de competencias o facultades a favor de la autoridad

demandada, que constituyen aspectos independientes unos

de otros.

A lo anterior sirve de orientación el siguiente criterio

jurisprudencial:

NORMAS COMPLEJAS. SU NATURALEZA DEPENDE DE LA

PLURALIDAD DE HIPÓTESIS QUE LAS COMPONEN.I9

19 SÉPTIMo TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER

CIRCUITO. Revisión fiscal72l20O9. Directora General de Delitos Federales contra el Ambiente y

i¡t¡gio O" la procuraduría Federal de P¡'otección al Ambiente, en representación del Procurador

FeJeral de protección al Ambiente. 15 de abril de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Adela

Oó.ingr"r Salazar. Secretario: Christian Omar González Segovia. Revisión fiscal 132/2009'

Directo-r General de lo Contencioso y de Recursos de la Procuraduría Federal del Consumidor'

titular de la unidad administrativa encargada de la defensa jurÍdica de ese organismo

áescentralizado y de la autoridad demandáda. 20 de mayo de 2Q-09 Unanimidad de votos'
ponente: Adela bomínguez Salazar. Secretario: Víctor fifanuel Máttar Oliva. Revisión fiscal

368/2009. Director Genáral de Delitos Federales contra el Ambiente y Litigio de la Procuraduría

Federal de protección al Ambiente, en representación del Procurador Federal de Protección al

Ambiente. 27 de enero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto PérezDayán Secretaria:

Silvia Fuentes Macías. Amparo directo 71412010. Nueva Wal-Mart de México, S' de R'L' de C'V'

1g de enero de 2011. Unánimidad de votos. Ponente: F. Javier M'rjangos Navarro. Secretario:

Héctor Landa Báez. Revisión fiscal 665/2011. Administradora de lo contencioso de Grandes

Cánii¡Uuy""tes "4", unidad administrativa encargada de la defensa jurídica del Secretario de

Há"¡"rOá y Crédito p¡¡i¡"o, del Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad

demandad'a, firmando en suplencia, la Subadministradora. 23 de mayo de 2012' Unanimidad de

votos. ponente: Alberto eéráOayan Secretaria: Silvia Fuentes Macías. Nota: Por ejecutoriadel

23 de marzo de 201i, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 46012010

derivada de la denuncia de lique fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que
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De conformidad con la jurisprudencia 2a.lJ. 11512005 de la Segunda
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época,
Tomo XXll, septiembre de 2005, página 310, de rubro:
''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL
PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O
SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE
LA PARTE CORRESPONDIENTE.", una norma compleja es aquella
que incluye diversos elementos competenciales o establece una
pluralidad de competencias o facultades que constituyan aspectos
independientes unos de otros, de manera que para estimarse correcta
la fundamentación de un acto de autoridad que se apoye en un
precepto de tal naturaleza es necesaria la cita precisa del apartado,
fracción, inciso o subinciso que otorgue la atribución ejercida o, si no
los contiene, la transcripción del texto correspondiente. Por tanto, la
naturaleza de una norma compleja depende de la pluralidad de
hipótesis que la componen, porque el particular no tiene la certeza a
cuál de ellas se refiere el acto que le perjudica.

Por lo que la autoridad demandada debió citar la

fracción de esos dispositivos legales que le otorgan la facultad

imponer la infracción impugnada y determinar el monto total a

pagar por la parte actora; al no hacerlo así, la deja en estado

de indefensión, al no haber fundado debidamente su

competencia ni el monto impuesto como sanción.

Al no haber fundado debidamente su competencia la

autoridad demandada, en el recibo de infracción con número

de folio , de fecha veintiséis de mayo de dos m¡l

veinticuatro, resulta ilegal, pues es necesario que la autoridad

que emita cualquier acto administrativo debe señalar con

exactitud y precisión la norma legal que las faculta paru emitir

el acto, en el contenido del mismo y no en diverso documento,

para otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente al

no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva. Registro Núm.159997;
Décima Época; Tribunales Colegiados. de Circuito; Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta; Libro Xl, Agosto de2012 Tomo 2; Jurisprudencia; (Constitucional, Administrativa);1.7o.A.
J/65 (ea.). 
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acto que afecta o lesiona el interés jurídico de la parte actora;

por tanto, resulta necesario que para estimar satisfecha la

garantía de la debida fundamentación de la competencia de la

autoridad demandada para emitir el acto de molestia

impugnado, es necesario que en el documento que se

contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o

decreto que otorgan facultades a la autoridad demandada y,

en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se

precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracciÓn o

fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación;

pues de no ser así, se considera ilegal el acto impugnado,

porque para considerarse legal un acto administrativo, es

necesario que la autoridad que lo emite debe señalar de

manera clara y precisa el precepto legal que le otorga

facultades para emitir el acto administrativo; pues de no ser

así, se deja al gobernado en estado de indefensiÓn, para

otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los

actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés

jurídico.

Sirve de orientaciÓn el siguiente criterio jurisprudencial

AUTORTDADES ADMINISTRATIVAS. eSrÁru OBLIGADAS A CITAR

LAS DISPOSICIONES LEGALES QUE FUNDEN SU

cOMPETENCIA.2O

20 CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER

CIRCUITO. Amparo 
"n 

r"u¡t¡án 33419L Miguel Ramírez Garibay' 18 de abril de 1991' Unanimidad

de votos. ponente: José Méndez Calderóñ. Secretario: Jacinto Figueroa Salmorán. Amparo en

revisión 1494196. Eduardó Castellanos Albanán y coags. 12 de junio de 1996' Unanimidad de

vátos. Ponente: Hilario Bár""n"t Chávez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas'

Amparo en revisión ZS+68.Máuricio Fernando Ruiz González.17 dejunio de 1998' Unanimidad

de votos. ponente: nu¡¿lpeárero Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas'

ÁÁpáio 
"n 

revisión 1O14tgB. Leonardo Aionso l+lvarezy coag. '17 de junio de 1998' Unanimidad

de votos. ponente: nuO¿n peáüro Rodríguez. Secretario: Fráncisco Alonso Fernández Barajas'

Á*páro en revisión Z+i+,tSS. Elvia SilviiGordoa Cota. 12 de agosto de 1998' Unanimidad de

votos. ponente: Rub¿n páJreio Rodríguez. Secrelario: Francisco Alonso Fernández Barajas'

Véase: Apéndice al Semanario Judiciaide la Federación 1917-1995, Tomo Vl, Materia Común,

página'111, tesis 165, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMfrutnClÓru ES REQUISITO
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El artículo 16 de la Constitución Federal, prescribe que los actos de
molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad competente y
cumplir con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo
que significa que todo acto de autoridad debe emitirse por quien esté
legitimado para ello, expresándose en el acto mismo de molestia, el
dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, ya que
de no ser así, se deja al gobernado en estado de indefensión, al no
poder examinar si la actuación de la autoridad emisora se encuentra
dentro del ámbito competencial respectivo.

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN
EL MANDAM¡ENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU
CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.2I
De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P.lJ. 10/94 del Tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número TT, mayo de
1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIóN
ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como
de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se
desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de
las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir
el acto de molestia de que se trate, al atender al valor juridicamente
protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de
otorgar ceñeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de
las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto,
asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla
con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior,
resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida
fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo
que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el
acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga
se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan
facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas
incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el

ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORlDAD."..No. Registro: 191,575. Jurisprudencia.
Materia(s):Administrativa. Novena Epoca. lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente:
Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta. Tomo:Xll, Julio de 2000. Tesis: l.4o.A. J/'16.
Página: 613
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21 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Registro digital: 188432; lnstancia: Segunda Sala;
Novena Epoca; Materias(s):Administrativa;Tesii: 2a.H.i7l2}o1; Fuente: Semanarió Judicialde
la Federación y su Gaceta. Tomo XlV, Noviembre de 2001, página 31; Tipo: Jurisprudencia.
Contradicción de tesis 94/2000-55. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia
Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos.
Ausente: Juan DÍaz Romero. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes
Margarita García Galicia.
Tesis de jurisprudencia 5712001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión
privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno.
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 6812024 en la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante
acuerdo de presidencia de 7 de mazo de 2024.

27



apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya
su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de
indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el
proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito
competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en
consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no
es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna
clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en
una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la
hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las
facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Al no haberse realizado así, se traduce en un acto de

molestia en menoscabo a la seguridad jurídica, el cual se

encuentra consagrado en la Constitución Política de /os

Esfados l,Jnidos Mexicanos, pues, como ya se ha referido, los

actos de autoridad deben ser emitidos por autoridad

competente; por lo tanto, se re¡tera que, era necesar¡o que

precisara de manera correcta y específica, el cargo que tiene

y el carácter con el que subscribe así como citar el precepto

legal del REGTRANVIACVA, vigente al momento en que se

levantó la infracción y, al no haberlo hecho de esa manera, no

existe ceftidumbre sobre la autoridad que emitió el acto

impugnado, y que esta sea competente para tal efecto, tal

como lo establece el artículo 16 Constitucional. A lo anterior

sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUIS¡TO

ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 22

Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de

legalidad y seguriáad jurídica que consagran los artículos 14 y 16

co-nstitucionaleé, se advierte que los actos de molestia y privación

deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad.competenle
y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo
que siqnifica que todo acto de autoridad necesariamente debe

é facultado expresándose, como pade

E6lEffirmaliáades esenciales, el carácter con que se sus.crib-e y el

dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo

22 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digigl: 205a63, lnstancia: Pleno' Octava

Épil, t¡aiei¡as(s): ComUn, fes¡s: P./J. 10/94,-Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Fbderac¡ón. Núm. 77, Mayo de 1994, página 12, Tipo: Jurisprudencia'
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contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no
conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el
carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la
oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentio del
ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la constitución
o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de
la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para
emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe
exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos
se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

En consecuencia, en las relatadas consideraciones, lo

procedente es declarar la nulidad del acto impugnado

consistente en:

LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acta de

lnfracción con número de folio  instruida por

la policía vial  a la

Dirección Policía Vial del Municipio de Cuernavaca,

Morelos, de fecha veintiséis de mayo de dos mil

veinticuatro.

Así como sus consecuencias, como lo es segundo acto

que consiste en:

2) DEL TESORERO MUNtCtpAL DEL AYUNTAMTENTO DE
CUERNAVACA, MORELOS, EL ILEGAL COBRO DE LAS
CANTIDADES DF DINERO CONTENIDAD EN LOS RECIBOS DE
PAGO CON FOLIO , DE FECHA 27 DE MAYO DE 2024, POR
LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA
IESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS... " (Sic).

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción ll del

artículo 4, de la LJUSTICIAADMVAEM que dispone

literalmente:

ARTICULO 4. Serán causas de nulidad de los actos impugnados:

Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se
demuestre alguna de las siguientes causales:
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ll. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o
motivación, en su caso;

7.4 Pretens¡ones.

La parte actora en el presente juicio, solicitó como

pretensiones las siguientes:

1. La nulidad del acta de infracción con folio

número  de fecha 25 de mayo del

presente año, instruida por   

 en su carácter de Policía Vial adscrita a la

Dirección de Policía Vial del Ayuntamiento Cuernavaca,

Morelos, y como consecuencia de lo anterior:

2. La devolución de la cantidad de 

    

 que amparan recibos de pago con folio

8 expedido por la Tesorería Municipal del

Ayuntamiento De Cuernavaca, Morelos.

La primera de las pretensiones en estudio resulta

procedente y ha quedado atendida en términos del capítulo

que antecede, al haberse declarado la nulidad del acto

respectivo.

Bajo estas condiciones, la segunda pretensión es

igualmente procedente, con fundamento en lo que dispone el

artículo 89 de la LJUSTICIAADMVAEM, se deberá restituir a
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la parte actora, en el goce de sus derechos de los cuares haya

sido indebidamente privado y al haberse declarado la nulidad

del acta de infracción número , de fecha veintiséis de

mayo de dos mil veinticuatro; por lo tanto, los actos derivados

de la misma, siguen la misma suerte, como es el pago

realizado a la Tesorería de Cuernavaca, Morelos, por la

cantidad de    
    por concepto det

infracción número  de fecha veintiséis de mayo de dos

mil veinticuatro; en consecuencia se condena a las

autoridades demandadas, a devolver al actor, la cantidad

citada.

Sobre estas bases, es procedente condenar a las

autoridades demandadas a devolver al actor de la cantidad

      
 

8. EFECTOS DEL FALLO

8.1 Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de los actos

impugnados consistente en:

LA DOCUMENTAL: Consistente en el Acta de
lnfracción con número de folio  instruida por
la policía vial  a la
Dirección Policía Vial del Municipio de Cuernavaca,
Morelos, de fecha veintiséis de mayo de dos mil
veinticuatro.

.... 2) DEL TESORERO MUNtCtpAL DEL AyUNTAMIENTO DE
CUERNAVACA, MORELOS, EL ILEGAL COBRO DE LAS
CANTIDADES DE DINERO CONTENIDAD EN LOS REC/BOS DE
PAGO CON FOLIO  DE FECHA 27 DE MAYO DE 2024, POR
LA CANTIDAD TOTAL DE  , EXPEDIDO POR LA

3l

i>)
's¿s*
q)

HO
-(ñ

qJ qJ'

É
o-'
:: .F

() c
U

.:j- *

tri
4., A<

^c
<'r

c\¡



IESORERIA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CUERNAVACA,
MORELOS...' (Sic).

8.2 Se condena a las autoridades demandadas, a

llevar a cabo la devolución de la cantidad de 

   

)al demandante, con motivo de cobro de la infracción de

tránsito número  que el actor pagó por concepto de la

infracción de fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticuatro.

El pago a que fueron condenadas las demandadas, se

deberá enterar por medio de transferencia a la Cuenta de

Cheques BBVA Bancomer: , Clabe interbancaria

BBVA Bancomer:  a nombre del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,

RFC: señalándose como concepto el número

de expediente TJA/SaSERA/JDN -15212024; comprobante que

deberá remitirse al correo electrónico oficial:

 y exhibirse ante

la Sala del conocimiento de este Tribunal, con fundamento en

lo establecido en el artículo 88 apartado B del Reg/amento

lnterior det Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos. Debiendo la parte actora exhibir su constancia de

situación fiscal.

8.3 Término para cumPlimiento

se concede a las autoridades demandadas un

término de diez días para que den cumplimiento voluntario a

lo ordenado en el presente fallo, una vez que cause ejecutoria;

apercibidas que, de no hacerlo así, se procederá ala ejecución
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forzosa en términos de lo dispuesto por los artículos 9023 y 91'o

de la LJUSTICIAADMVAEM.

Al cumplimiento de este fallo están obligadas las

autoridades, que aún y cuando no han sido demandadas en el

presente juicio, por sus funciones deban intervenir en el

cumplimiento de esta sentencia.

En aval de lo afirmado, se transcribe la tesis de

jurisprudencia en materia común número la.lJ. 57I2OOT ,

visible en la página 144 del Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta XXV, Mayo de 2007 , correspondiente

a la Novena Época, sustentada por la Primera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto

siguientes:

23 Artículo 90. Una vez notificada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle
cumplimiento en la forma y términos previstos en la propia resolución, haciéndolo saber a la Sala
correspondiente dentro de un término no mayor de diez días. Si dentro de dicho plazo la autoridad
no cumpliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para que dentro del término de veinticuatro
horas cumplimente el fallo, apercibida que, de no hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá
una de las medidas de apremio prevista en esta ley.

24 Artículo 91. Si a pesar del requerimiento y la aplicación de las medidas de apremio la autoridad
se niega a cumplir la sentencia del Tribunal y no existe justificación legal para ello, el Magistrado
instructor declarará que el servidor público incurrló en desacato, procediendo a su destitución e
inhabilitación hasta por 6 años para desempeñar cualquier otro empleo, cargo o comisión dentro
del servicio público estatal o municipal.
En todo caso, la Sala procederá en la forma siguiente:
l. Si la ejecución consiste en la realización de un acto material, la Sala podrá realizarlo, en rebeldía
de la demandada;
ll. Si el acto sólo pudiere ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuviere superior
jerárquico, la Sala requerirá a su superior para que ordene la complementación de la resolución;
apercibido que, de no hacerlo asÍ, sin causa justificada, se le impondrán las medidas de apremio
previstas en esta ley,
lll. Si a pesar de los requerimientos al superior jerárquico, no se lograre el cumplimiento de la
sentencia, y las medidas de apremio no resultaren eficaces, se procederá en los términos del
párrafo primero de este artículo, y
lV. Para el debido cumplimiento de las sentencias, el Tribunal podrá hacer uso de la fuerza
pública.
Ningún expediente podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado la sentencia
y publicado la versión publica en la Página de lnternet del Tribunal.
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AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTAN
OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO.25

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como
responsables en eljuicio de garantías, pero en razón de sus funciones
deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria de
amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su

competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento íntegro y

fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia real y
eficacia práctica.

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los ar1ículos 109 bis de la Constitución Política

det Estado Libre y Soberano de Morelosi los artÍculos 1 , 18

inciso B fracción ll, sub inciso a), de la LORGTJAEMO 1,3, 85

y 86 de la LJUSTICIAADMVAEM, es de resolverse y se:

9. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal es competente para conocer y fallar

el presente asunto, en los términos precisados en el capítulo 4

de la presente resolución.

SEGUNDO. Son fundados los argumentos hechos

valer por la parte actora en contra de las autoridades

responsables, en términos de las aseveraciones vertidas en el

subcapítulo 7.3.

TERCERO. SE dECIATA IA NULIDAD LISA Y LLANA dEI

acto impugnado consistente en la infracción de tránsito número

 de fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticuatro,

suscrita por el    , Agente Vial

Patrullero adscrita a la Dirección de Policía Vial de la

,, Época: Novena Época; Registro: 172605; lnstancia: Primera Sala; Tipo de Tesis:

Jurisprudencia; Fuente: Semanaiio Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXV' Mayo de

ZOOZ;' li¡ ater¡a (s) : Común ; Tesis: 1 a./J. 57 12007 ; P ágina: 1 44'
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Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca,

Morelos, así como del acto impugnado relativo a la factura con

número de serie  folio de fecha veintisiete de mayo

de dos mil veinticuatro.

CUARTO. Se ordena a las autoridades demandadas

devolver al actor, la cantidad de   

   

QUINTO. En su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

9. NOT¡FICACIONES

Notifíquese como legalmente corresponda a las partes.

10. FIRMAS

AsÍ por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno delTribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de instrucción;

Magistrada MONICA BOGGIO TOMASAZ MERINO, Titular de

la Primera Sala de lnstrucción; Magistrada VANESSA

GLORIA CARMONA VIVEROS, Titular de la Tercera Sala de

lnstrucción; Magistrado MANUEL GARCÍA QUINTANAR,

Titular de la Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas, y Magistrado JOAQUÍN ROQUE GONZÁfeZ

CEREZO, Titular de la Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas y Ponente en el presente

asunto, y quien emite el voto concurrente en el presente asunto

términos de la Disposición Transitoria Cuarta del decreto
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número 3448 por el que se reforman y adicionan diversas

disposiciones de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos y de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, publicada en el

Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número 5629 de fecha

treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho; ante ANABEL

SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria General de Acuerdos

quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

MAGIST

GUILL O CRUZ

TITULAR DE LA SEGUNDA SALA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRADA

MONICA BOG MERINO

TITULAR DE LA PRIMERA SALA DE INSTRUCCIÓN
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GISTRADA

VANESSA GLORIA CA A VIVEROS

TITULAR DE LA TERCERA SA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRADO

MANUEL GARCÍA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABI LI DADES ADM I NISTRATIVAS

MAGISTRA

¡
QU N ROQUE GO LEZ CEREZO

ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADES INISTRAT]VAS
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SECRE AG ERA E ACUERDOS

ANABEL CAPISTRAN

ANABEL SALGADO CAPISTRAN, Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal
de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: que estas firmas
corresponden a la resolución emitida por este Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, en el juicio de nulidad ERA/JDN.

en contra del

EL MAGISTRADO
PECIALIZADA EN

la que.se 
or 15212024, promovido p

NSUCA R DE POL¡CÍA
ADSCRITA A LA DIRECCIÓN DE POLIC L AYU DE

CUERNAVACA, MORELOS Y OTRA. Misma en no de fecha

veintisiete de noviembre de dos mil veinticu

AMRC/dmg

VOTO CONCURRENTE QUE FORMU
TITULAR DE LA QUINTA SALA
RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRAT AS DEL TRIBUNAL
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO Dt
MORELOS JOAQUíN ROOUE GONZATEZ CEREZO, EN EL

EXPEDIENTE NÚMERO TJA/SASERA/JDN.15212024,
PROMOVIDO POR 
en contTa de  EN

lu óÁClcren or poLtcíA ADscRlrA A LA DlREcclÓN
DE POLICíA VNL DEL AYUNTAMIENTO DE

CUERNAVACA, MORELOS'Y OTRA.

ü

¿Por qué emito el voto? l*-'
' u Í-

Por qué a consideración del suscrito, en el presente juicio se

om¡te dar cumplimiento al último párrafo del artículo 89 de la

Ley de Justicia Administrativa det Estado de Morelo*6, vigente

a partir del diecinueve de julio del dos mil diecisiete, la cual

26 Artículo 89. ...
Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de lasAutoridades demandadas

en sus actuaciones o pór omisiones violaciones a la Ley Estatal de.Responsabilidades de los

Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal Antióorrupción, el Pleno delTribunal deberá

dar vista a los órganos internos de control correspondientes o a la Fiscalía Anticorrupción para

que 
"iect¿en 

el ánálisis de la vista ordenada en la resolución y de ser viable realicen las

investigaciones correspondientes debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribunal de

Justicia Adminisirativa. 
3g
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establece la obligación de que en las sentencias que se dicten

por este Tribunal, se indique si en su caso existió por parte de

las autoridades demandadas en sus acciones u omisiones,

violación a lo dispuesto por la Ley Estatal de

Respons abitidades de /os Servidores Públicos27 y las relativas

al Sistema Estatal Anticorrupción, lo que se puso de

conocimiento del Pleno del Tribunal para que se diera vista al

Órgano lnterno de Control, para que se efectuarán las

investigaciones correspondientes; dicha obligación también se

encuentra establecida en el artículo 49 fracción ll de la Ley

General de Respons abilidades Administrativa*8 y en el

artículo 222 segundo párrafo del Código Nacional de

Procedi míenfos Pen ale*e .

¿Cuál es la particularidad que origina el presente

voto?

2i Actualmente Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Morelos, en vigor a
partir del 19 de julio del 2017. Periódico Oficial 5514, publicado en esa misma fecha.

28 "Artículo 49. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u
omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:
t...
ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que
puedan constituir Faltas administrativas, en términos del artículo 93 de la presente Ley,

2s Artículo 222. Deber de denunciar
Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de un
delito está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier
agente de la Policía.

Quien en ejercicio de funciones oúblicas tenqa conocimiento de la probable existencia de un
hecho que la ley señale como delito, está obliqado a denunciarlo inmediatamente al Ministerio
Público, proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a los imputados,
si hubieren sido detenidos en flagrancia. Quien tenga el deber jurÍdico de denunciar y no lo haga,
será acreedor a las sanciones correspondientes.

Cuando el ejercicio de las funciones públicas a que se refiere el párrafo anterior, correspondan a
la coadyuvancia con las autoridades responsables de la seguridad pública, además de cumplir
con lo previsto en dicho párrafo, la intervención de los servidores públicos respectivos deberá
limitarse a preservar el lugar de los hechos hasta el arribo de las autoridades competentes y, en
su caso, adoptar las medidas a
heridos si los hubiere, así como
o en coordinación con la policía

su alcance para que se brinde atención médica de urgencia
poner a disposición de la autoridad a los detenidos por cond
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De las constancias que integran el expediente se desprende

que el hecho constitutivo de la infracción número  de

fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticuatro, siendo el

motivo de esta por conducir bajo los efectos del alcohol y

narcóticos u otras sustancias.

De tal circunstancia se desprende que 

  en su carácter de Agente Vial

Patrullero adscrita a la Dirección de Policía Vial de la

Secretaría de Protección y Auxilio Ciudadano de

Cuernavaca, Morelos, detectó que 

, conducía Su vehículo en estado de ebriedad,

omitiendo la detención del conductor.

¿Qué origina lo anterior?

Resulta la presunciÓn de que  

 se encontraba conduciendo bajo los efectos del

alcohol, lo que pone en riesgo el bien jurídico de más alta

envergadura como lo es LA VIDA, no solo la del propio

conductor, sino también la vida de terceros'

Por lo que se hace necesario tener presente que entre

los elementos que convergen en la imposición de las

sanciones, se encuentra el perjuicio ocasionado o susceptible

de ocasionarse, debiendo protegerse el bien común, así

encontramos que cuando se viola una disposición de carácter

'general se atenta contra la sociedad, por contravenir el pacto

civilidad que establecen los diversos ordenamientos

,{

de
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jurídicos. Por lo que el gobernado debe cuidar que su conducta

no contravenga el orden social a fin de lograr el bien general.

Porque incluso el Código Penal para el Estado de

Morelos en su a¡tículo 23830 prevé como un delito el conducir

bajo los efectos de alcohol, cuando como consecuencia de ello

se ponga en peligro la vida o la integridad física de las

personas; por lo tanto, la autoridad demandada debía dar

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22231 del Código

Nacional de Procedimientos Penales, que es denunciar

inmediatamente ante el Ministerio Público de los hechos que

estaba teniendo conocimiento, a fin de inhibir una conducta

'u RRTíCUtO 238.- El que mediante la conducción temeraria de vehÍculo de motor transgrediere
las normas de seguridad vial, poniendo en peligro la vida o la integridad física de las
personas o los bienes, será sancionado:
l.- Suspensión del derecho de conducir hasta por dos años, y en caso de reincidencia la
suspensión hasta por cinco años, y de ciento veinte a ciento ochenta días de trabajo a favor de la
comunidad, sin estar en estado de ebriedad o bajo los influjos de estupefacientes o psicotrópicos
o sin manipular un equipo de radio comunicación o de telefonía celular.
ll.- Suspensión del derecho de conducir hasta por tres años, y además de la sanción
correspondiente del delito cometido, una pena de uno a tres años de prisión y en caso de
reincidencia la pérdida del derecho de conducir y de ciento veinte a ciento ochenta días de trabajo
a favor de la comunidad, al estar en estado de ebriedad o bajo los influjos de estupefacientes o
psicotrópicos o manipulando un equipo de radio comunicación o de telefonfa celular.
lll.- Si la conducción temeraria provocara daños a terceros se castigará con pena de prisión de
uno a tres años, sin perjuicio de las penas y sanciones generadas por los demás delitos que se
deriven del hecho que se sanciona.

Si este delito se comete por conductores de vehículos de transporte público en cualquiera de las
modalidades previstas en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Morelos, la sanción se
agravara hasta en una mitad más de la prevista, en la fracción I y ll.
Para los efectos de este artículo, se considerará conducción temeraria: manejar en estado de
ebriedad o bajo los efectos de estupefacientes o psicotrópicos, o que sin los efectos del
alcohol o alguna otra gustancia prohibida conduzca un vehículo con negligencia y ponga
en peligro la vida, la salud personal o los bienes de terceras personas.
De la misma manera se considerará conducción temeraria manejar manipulando un equipo de
radio comunicación o de telefonía celular para realizar y contestar llamadas o mandar mensajes
de texto, con excepción de que los mismos sean utilizados con accesorios o equipos auxiliares
que permitan tener las manos libres u otra tecnología que evite la distracción del conductor.

31 Artículo 222. Deber de denunciar
Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente constitutivo de un
delito está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso de urgencia ante cualquier
agente de la Policía.

Quien en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un
hecho que la ley señale como delito, está obligado a denunciarlo inmediatamente al
Público, proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición a los imp
si hubieren sido detenidos en flagrancia. Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no
s.erá acreedor a las sanciones correspondientes.
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que es nociva para la sociedad, y se trata de que sea lo

suficientemente eficaz, para que el infractor no vuelva a atentar

contra la disposición lesionada; es decir, para tratar de evitar

que sea reincidente en su conducta y así proteger el interés

público y el orden social.

Por lo que la autoridad   

 en su carácter de Agente Vial Patrullero adscrita a

la Dirección de Policía Vial de la Secretaría de Protección

y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos, debía cuidar

que su actuar fuera conforme a la normatividad aplicable,

poniendo a disposiciÓn del Ministerio Público al infractor y con

ello realizar una aplicación de una sanción eficaz, omisión que

podría constituir una causa de responsabilidad de pafte de esa

autoridad, en términos de los dispuesto por el artículo 270

fracción ll del Código Penal det Estado de Morelos, que a la

letra establece:

ART|CULO 270.- Comete et delito de incumplimiento de funciones
públicas, el servidor público que incurra en alguna de las

conductas siguientes:

l. Omita la denuncia de alguna privación ilegal de la libertad de la que

tenga conocimiento o consienta en ella, siestá dentro de sus facultades

evitarla;
ll. lmpida el cumplimiento de una ley, dec.reto, reglamento o

rásotutiOn judicial o administrativa o el cobro de una contribución
fiscal o utillce el auxilio de la fueza pública para tal objeto; y

lll. Abandone o descuide por negligencia la defensa de un inculpado'

que fru¡iese asumido legalmente, siendo el agente defensor de oficio'

Al responsable de los delitos previsios en este artículo, se le impondrá

de dos a cuatro años de prisión y de cien a doscientos días multa.

En consecuencia, el suscrito Magistrado, considera que

darse vista al Órgano lnterno de Control, para que, a

de las áreas competentes, realizaran las
d o
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investigaciones tendientes a determinar la probable

responsabilidad por las omisiones antes mencionadas, y para

que dicha autoridad a su vez, de ser procedente, diera vista al

Ministerio Público competente.

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los

artículos 123 apartado B, fracción Xlll primer y segundo

párrafo de la Constitución Política de /os Esfados LJnidos

Mexicanos32; 13433 de la Constitución Potítica del Estado Libre

32 "Articulo'123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el
trabajo, las cuales regirán:

(...)
B.- Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:
(,,.)
Xlll.- Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos
y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus
cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere
que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que
tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea
el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

rr ARTICULO *134.- Se establece el Sistema Estatal Anticorrupción, como instancia coordinadora
entre las autoridades competentes en la prevención, detección, investigación y sanción de
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, el cual se conformará y ajustará a lo
dispuesto en la propia Constitución y la normativa aplicable.

Para los efectos de las responsabilidades a que se refiere este Titulo, se reputan como servidores
públicos a los integrantes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como de los
Ayuntamientos, el Consejero Presidente y los consejeros electorales del lnstituto Morelense de
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, el Comisionado Presidente y los comisionados
del lnstituto Morelense de lnformación Pública y Estadística, los Magistrados del Tribunal
Electoral del Estado de Morelos, los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, el Magistrado del Tribunal Unitario de Justicia para Adolescentes y en general
todo aquel que desempeñe un cargo, comisión empleo de cualquier naturaleza en la
Administración Pública Estatal o Paraestatal o en las Entidades, organismos públicos autónomos
e instituciones mencionadas en esta Constitución. El Sistema Estatal contará con un Comité de
Participación Ciudadana, integrado por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su
contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán
designados en los términos que establezca la ley.

Al Gobernador sólo se le podrá exigir responsabilidad durante su cargo, mediante Juicio Político,
por violación expresa y calificada como grave a esta Constitución, ataques a la libertad electoral
y al derecho de participación ciudadana y por delitos graves del orden común.

El Sistema tendrá un Comité Coordinador, el que contará a su vez con un órgano de apoyo
técnico; el Comité estará integrado por los Titulares de la Entidad Superior de
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Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, Fiscalía Especializada en
Corrupción, Secretaria de la Contraloría, el Magistrado Presidente del Tribunal de
Administrativa, el Comisionado Presidente del lnstituto Morelense de lnformación
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y Soberano de Morelos; último párrafo del artículo 89 dela Ley

de Justicia Administrativa del Estado de Morelossa; 174 y 175

de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos3s y 159

fracción Vl de la Ley del Sisfe ma de Seguridad Pública del

Estado de Morelos36.

CONSECUENTEMENTE SOLICITO SE INSERTE EN LA

SENTENCIA DE MÉRITO LO ANTES EXPRESADO PARA

Estadística, así como por un representante de la Junta de Administración, Vigilancia y Disciplina
del Poder Judicial, un representante de los Contralores Municipales del Estado y el Presidente
del Comité de Participación Ciudadana; el Presidente del Comité de Participación Ciudadana, lo
será a su vez del Comité Coordinador.

Sin detrimento de las funciones que la normativa aplicable le confiera, corresponderá al Comité
Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, en los términos que determine la Ley:

a) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de

recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de

corrupción, en especial sobre las causas que los generan;
b) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y

actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes

de los órdenes de gobierno;
c) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades

de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos, y

d) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio

de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el

objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de

falias administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del

control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre

la atención que brinden a las mismas.
14 Artículo 89 ...
Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autoridades demandadas

en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de Responsabilidades de los

Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá

dar vista a los órganos internos de control correspondienfes o a la Fiscalía Anticorrupción para

que efectúen el ánálisis de la vista ordenada en la resolución y de ser viable realicen las

iñvestigaciones correspondientes debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribunal de

J usticia Administrativa.

ri Artículo 174.- Los servidores públicos de los Municipios son responsables de los delitos y faltas

oficiales que cometan durante su encargo'

Artículo *175.-Para los efectos de la responsabilidad de que se trata este Capítulo, se considera

como Servidores Públicos Municipales, a los miembros del Ayuntamiento o del Concejo Municipal'

en su caso, y en general, a toda persona que desempeñe cargo, comisión o empleo de cualquier

naturaleza, en la Administración Pública Municipal

16 Artículo *159.- Serán causas justificadas de remoción, sin responsabilidad para las

instituciones de seguridad pública y por consiguiente sin indemnización, previo desahogo del

procedimiento esta-blecido án esta Ley, para los elementos de las instituciones de seguridad

pública y sus auxiliares:
I

it,{ No cumplir con diligencia el servicio que tenga encomendado y abstenerse de cualquier

Jto u omisión qr" 
""rre 

Ia suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique el ejercicio

-'doeo¡Oo de un empleo, cargo o comisión;
t'óú...F,1,^ '\* 
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T]A
TRIBUNAL DE JUSÍICIA ADMINISTMTiVA

DEL ESTADO DE MORELOS TJA/s"SERA/J DN -1 52t2024

QUE FORME PARTE INTEGRAL DE MANERA TEXTUAL EN
LA MISMA

FIRMA EL PRESENTE ENGROSE EL MAGISTRADO
JoAeuiN RoeuE GoNz Átez cEREzo, TtruLAR DE LA
QUINTA SALA ESPECIALIZADA EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS, ANTE LA
SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS, ANABEL
SALGADO CAPISTRAN, CON Q IEN ACTUA Y DA FE

MAGI

U N ROQUE GO zhtez cEnezo
TITULAR DE LA QUINTA LA ESPECIALIZADA

ADMINISTRATIVASEN RESPONSABILIDADE

SECR IAG NERAL E ACUERDOS

ANABEL CAPISTRAN

ANABEL SALGADO CnplSfnÁN, Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: que estas firmas
corresponden al voto concurrente emitido por el Titular de la Quinta Sala
Especial izada en Responsabilidades Admi mismo Tribunal JOAOUíN
ROQUE GoNzÁ LÉZ n elexpedien n ú mero TJA/SaS E R Al JDN-1 521 2024,
promovido por en contra del

DIRECCIÓN DE POLICíA
MORELOS Y OTRA; misma

D POLICíA ADSCRITA A LA
DEL YUNTAMI NTO DE CUERNAVACA,

noviembre del dos milvein
AMRC

¡>\
ü'<s*

qo

O é)

='ii-e

() c
^.().*+
Lrü

c{ ,s
^r l-

CEREZO; e

bad en o de fecha veintisiete de
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y 
XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Moleros, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente 
como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.




